
m e s ai 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
https://www.juridicas.unam.mx/  
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

https://revistas.juridicas.unam.mx/  Libro completo en 
https://tinyurl.com/2ftxx64w

DR © 2020. Instituto Nacional de Ciencias Penales (inacipe) 
Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas



 

 

 

 

 

 

1. Conversatorio sobre 
desaparición forzada 
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Sumario: I. Observatorio sobre desapariciones e impunidad en Mé-
xico. II. Sesión de preguntas y respuestas 

i. Observatorio sobre desapariciones e impunidad 
en México 

Karina Ansolabehere 

Es un gran honor para mí estar participando en este conversatorio so-
bre desaparición forzada con la maestra Volga de Pina y el maestro 
Luis Eduardo Coronel Gamboa. A continuación, haré una breve in-
troducción: ¿por qué hablar de desaparición forzada?, ¿por qué hablar 
de desapariciones en este momento? Básicamente, por lo siguiente: 
la desaparición forzada o la comisión de desaparición forzada no es 
nueva en México; pero desde 2006, a partir del inicio de la denomi-
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nada “guerra contra el narcotráfico”, lo que tenemos es un aumento 
exponencial de los casos de desaparición forzada, según cifras oficia-
les. Actualmente, el Estado mexicano tiene un registro de aproxima-
damente 38 mil personas desaparecidas en un periodo de doce años. 

Una de las características más importantes de este fenómeno es 
que desparecen personas jóvenes de bajos recursos económicos y con 
un nivel educativo bajo, que desaparecen en espacios públicos y en 
lugares familiares para ellos, o sea, en su casa o en su lugar de trabajo; 
no se cometen en lugares deshabitados. Lo que sabemos, a través del 
trabajo realizado por el Observatorio sobre Desapariciones e Impu-
nidad en México, por lo menos en los tres estados de la República 
en que hemos trabajado —Nuevo León, Coahuila y Tamaulipas— el 
40% de los perpetradores de las desapariciones, aproximadamente, 
son agentes del Estado. 

En este marco, hay un gran déficit de investigación penal y el 
funcionamiento de las instituciones del sistema de justicia penal es 
deficiente. Tengo un esquema al que denomino la “Pirámide de la jus-
ticia”, donde, en el país, de los 38 mil casos de desapariciones, hay 
cerca de 480 investigaciones en curso y 20 sentencias sobre el tema. 

A quienes integramos esta mesa nos pareció pertinente —Volga, 
desde la defensa de casos, y el fiscal Luis Eduardo Coronel, desde la 
experiencia de procuración de justicia— tener la oportunidad de dia-
logar acerca de los desafíos que entraña la investigación penal sobre 
desapariciones en México. 

La primera pregunta es, desde la experiencia tanto de la maestra 
de Pina como del licenciado Coronel, ¿cómo definirían la situación de 
la justicia penal para perseguir e investigar desapariciones generaliza-
das? Porque, lo que nosotros encontramos en México es que el proble-
ma de las desapariciones es un fenómeno generalizado. En la mayor 
parte de los estados de la República tenemos casos de desaparición. 

Volga de Pina Ravest 

La situación de la justicia penal frente a la desaparición es muy com-
plicada. Como señala Karina, tenemos la pirámide; los casos de des-
aparición son complicados: tenemos cerca de 38 mil casos reportados 
oficialmente (en los registros oficiales). O sea, son casos denunciados 
ya sea ante la policía o ante agencia del Ministerio Público. De esos 
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casos, voy a hablar solo a nivel federal, porque a nivel local el fiscal 
dará sus cifras. 

A nivel federal, la Fiscalía Especializada (antes, de Búsqueda; 
ahora, en Investigación del Delito de Desaparición Forzada), tiene 
1 300 carpetas o averiguaciones y únicamente cuenta con 30 agentes 
del Ministerio Público para atenderlas. La mayoría de estos casos, 
llegaron a la pgr después del Movimiento por la Paz con Justicia y 
Dignidad, de Javier Sicilia. En ese marco, se establecieron las prime-
ras mesas de víctimas con autoridades del Estado mexicano y la pgr, 
para tratar de calmar a las víctimas de un gran número de casos de las 
diversas entidades federativas, principalmente de Coahuila, Veracruz, 
Sinaloa, Morelos y Michoacán; casos donde había familias de desapa-
recidos organizadas, que tuvieron cierto peso para poder impulsar un 
cúmulo de carpetas. 

En la Fiscalía —que antes era una unidad de búsqueda— decían: 
“es que yo busco, no investigo”, pero uno leía el protocolo y veía que 
se trataba de una investigación criminal. Elaboraron un protocolo de 
búsqueda, porque casi no hay casos judicializados, todos se quedan 
justo en la aplicación del protocolo, que se volvió una cosa muy bu-
rocrática de juntar muchas actuaciones sobre peticiones a morgues, 
hospitales, cárceles, para ver si las personas desaparecidas estaban 
ahí. Esa es la situación: las carpetas que tienen algún avance son muy 
pocas y la unidad que ahora es Fiscalía ha ido aprendiendo lentamen-
te. Tenían muchas carpetas de los mismos estados y no se les había 
ocurrido revisar si había personas señaladas, probables responsables, 
placas de vehículos, lugares de concurrencia similares. 

Además, hay un grave problema de marco jurídico. Muchas de 
las carpetas están ahí por búsqueda, pero realmente no tienen una hi-
pótesis acerca de si se trata de desaparición forzada o cometida por 
particulares; muchas otras las tienen investigadas bajo el tipo penal de 
secuestro; otras más, bajo el tipo penal de trata de personas; y otras 
tantas, por el tipo penal de formas de la privación ilegal de la libertad 
innominadas. Eso ha resultado difícil, porque ante las familias que 
tienen la “suerte” de tener asesoría jurídica victimal lo que hemos 
ido haciendo —tanto las asesoras como los asesores— es reconstruir 
los casos y tratar de ponerlos realmente donde más nos conviene, no 
donde debieran ir. 

Muchas veces, conviene llevarlas a la seido por secuestro, porque 
hay delincuencia organizada; a veces, conviene dejarlas en la Fiscalía 
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de desaparecidos. Las estrategias han resultado desafiantes. Es muy 
frustrante, porque no avanzamos en los casos. Todas las abogadas y 
abogados que trabajamos en este tema vemos avances legales y en 
protocolos; sin embargo, los casos no avanzan, porque prácticamente 
no encontramos a nadie. 

Las personas que han sido localizadas por medio de investiga-
ción criminal son muy pocas; se les ubica por otras razones. Muchas 
de las localizaciones efectuadas a nivel federal estos últimos años han 
sido gracias a la labor de las mamás de los desaparecidos, que deci-
dieron ir a rascar las fosas clandestinas con sus propias manos, con 
información que ellas mismas consiguieron. Es decir, todas las cosas 
que no han podido hacer los agentes del Ministerio Público por falta 
de voluntad o por falta de recursos, porque nuestra Procuraduría está 
hecha una “desgracia” y desde hace mucho tiempo no se le invierte un 
peso; por ejemplo, a los agentes del Ministerio Público les toma dos 
meses obtener viáticos. Están matando a agentes del Ministerio Públi-
co federal en Tamaulipas; están secuestrando a agentes del Ministerio 
Público federal en otros lugares, como una manera de decirles que 
dejen de investigar. 

Hay todo un aparato impidiendo que estos hechos se investiguen. 
Por su parte, las mamás aportan toda la información que ellas han 
podido recopilar con los protocolos y con lo que les van diciendo sus 
agentes del Ministerio Público: “que la telefonía, ve los que se repiten, 
la geolocalización”. Ellas han hecho sus investigaciones paralelas y 
han dado con las fosas clandestinas. De esta forma se han recuperado 
muchísimos cuerpos. Ustedes recordarán el caso de los 444 cadáveres 
encontrados apilados en tráileres de la Fiscalía General del Estado de 
Jalisco, y eso no es privativo de Jalisco, porque Veracruz, Guerrero 
y Michoacán tienen el mismo problema: no se da presupuesto para 
poder tener lugares adecuados de tratamiento y almacenamiento de 
cadáveres. Además, no se cuenta con peritos. 

Esas son las localizaciones que se han hecho vía investigación 
criminal, muchos de los casos se nos han convertido en casos de “lar-
ga data”. La mayoría de las madres organizadas en un movimiento al 
que yo asesoro, que es el Movimiento por Nuestros Desaparecidos en 
México, son casos de larga data: son de seis, siete, doce años (más o 
menos) de antigüedad. En ellos hay muchísima pérdida de prueba, de 
datos, de esperanza. Aquí debe haber muchos penalistas que saben que 
la investigación criminal es algo demasiado serio; las mamás, a veces, 
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acuden a médiums, y estos les dicen que vayan a buscar al cereso de 
Tamaulipas: ¿cómo le decimos a un agente del Ministerio Público que 
nos autorice una diligencia con base en lo que dijo un médium? 

Hay dificultades muy duras con los estándares de investigación 
criminal que tenemos, porque, por un lado, no podemos decir que sean 
investigaciones “flojitas”, pues cuando nos toca ser defensa penal 
queremos investigaciones bien hechas. Se creó, ahora, la Comisión 
Nacional de Búsqueda de Personas Desparecidas y las comisiones lo-
cales, que no se han puesto en marcha porque no hay recursos; pero lo 
que se hizo fue separar la búsqueda de la investigación, un poco para 
decir que las fiscalías hagan lo que tienen que hacer (que es investigar) 
y que haya un órgano que pueda hacer todos estos actos de búsqueda 
urgente y otros de manera desformalizada, sin el peso que tiene la 
investigación criminal. 

El problema que tenemos es que el Código Nacional de Procedi-
mientos Penales todavía deja muchas de esas diligencias con carácter 
ministerial. Con la complicación, ahora, de tenerse que coordinar con 
las comisiones de búsqueda. Entonces, ahora los retos son: ver si esas 
comisiones se van a poner en marcha y si se les va a dotar de personal 
adecuado para hacer todos estos actos, que nosotros advertimos muy 
gravosos, en tiempo, para una fiscalía. La búsqueda urgente implica ir 
a las terminales de autobuses, ver si compraron boletos, ver si salió, 
ver las cámaras del C4, buscar el celular, averiguar con los amigos, 
¿vino a la escuela?, ¿quién lo vio?, todas esas cosas. No me imagino 
a una fiscalía tratándolo de hacer con la cantidad de crímenes que se 
comenten en este país. 

Considero que el principal reto es, ahora, que se pongan en mar-
cha los mecanismos de búsqueda previstos por la ley para que, de 
alguna manera, se puedan disminuir las cargas de las fiscalías, y estas 
se puedan dedicar a investigar. Hay que empezar a usar nuevas me-
todologías en la investigación, porque el cúmulo de casos nos hace 
pasar de la lógica del caso individual a la lógica un “poco masiva” 
de investigación de casos; ahora se están implementando en las fis-
calías las Unidades de Análisis de Contexto. Estas no solo se están 
implementando para desaparición, sino también para tortura y otros 
crímenes que se cometen por aparatos organizados de poder o, de ma-
nera sistemática, por autoridades. Estas unidades lo que tendrían que 
permitir es que, del cúmulo de información de un estado o de una 
región, de un tiempo, de un lugar donde se están cometiendo muchas 
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desapariciones, podamos tener mayor calidad en los datos de las in-
vestigaciones. Entonces, los retos son bastante grandes, porque en las 
instituciones de procuración de justicia están acostumbradas al caso 
individual y la ley de desaparición crea otra serie de instituciones que 
va a costar bastante que se adapten a nuestro sistema. 

Luis Eduardo Coronel Gamboa 

Voy a partir de algo que mencionó Volga dentro del diagnóstico que 
hizo: se ha dado cuenta de que muchas fiscalías están hechas, más 
bien, para no investigar. Cuando llegamos a la Fiscalía especializada, 
hace dos años, la Fiscalía especializada de personas desaparecidas del 
estado de Veracruz estaba constituida por cuatro agentes del Ministe-
rio Público, un grupo de 10 o 12 policías y cuatro oficiales secretarios. 
Cuando llegamos, ni siquiera el número de casos era real. El Gobierno 
del estado de Veracruz reportaba al Sistema Nacional de Seguridad 
Pública 476 personas desaparecidas; en contraste, cuando hicimos una 
primera revisión en enero de 2017 encontramos que, en las propias 
bases de datos de la Fiscalía, había registro de 2 400 personas des-
parecidas. Ante ese panorama, el fiscal general instruyó una revisión 
más exhaustiva, expediente por expediente; resultó que la cifra (por lo 
menos de personas que habían sido denunciadas como desaparecidas) 
era de 3 600. Obviamente, con cuatro agentes del Ministerio Público 
y 10 policías ministeriales, todo apuntaba al fracaso. Era una situación 
prácticamente diseñada para no dar ningún tipo de resultado. 

A partir de 2017, se fueron incorporando algunos agentes del 
Ministerio Público y policías ministeriales. Actualmente, se tienen 
16 fiscales y alrededor de 60 policías ministeriales, que sigue siendo 
un número muy menor para la carga de trabajo. Cuando llegamos y 
verificamos que eran 3 600 casos, tuvimos que tomar la decisión de 
utilizar una estrategia de priorización de casos. Con parámetros que 
son conocidos, que parten de algunos tribunales internacionales, de la 
experiencia colombiana. Hay algunos criterios o parámetros objetivos 
que se pueden tomar para priorizar, ante la escasez de recursos dispo-
nibles para la investigación, cuáles son los casos en los que hay que 
concentrarse para buscar sentencias condenatorias, para buscar judi-
cializaciones. En este sentido, hay cuatro parámetros básicos que se 
manejan: 1) factibilidad de una condena; 2) la viabilidad, dependiendo 
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los recursos disponibles; 3) la relevancia o impacto social que tenga el 
caso en cuestión, y 4) la riqueza didáctica. 

Como tengo la posibilidad de hablar desde nuestra experiencia, 
les quiero contar de un caso específico que nosotros decidimos llevar 
a juicio, para intentar llegar a quienes encabezaron una estructura or-
ganizada de poder que llevó a cabo de manera sistemática desapari-
ciones forzadas en el estado de Veracruz, de conformidad con la teoría 
del caso de la Fiscalía. 

En el mes de febrero de 2018, nosotros solicitamos órdenes de 
aprehensión en contra de 31 exservidores públicos de la Secretaría 
de Seguridad Pública, empezando por el exsecretario de seguridad 
pública, Arturo N., y llegando, en la cadena de mando, hasta los 
autores materiales, quienes en el lugar de los hechos desplegaban 
estas acciones en contra de personas con un perfil determinado, ma-
yoritariamente jóvenes, y que —según las instrucciones que les da-
ban a los policías— “tenían algún tipo de indicio”, de acuerdo con 
el criterio del policía en cuestión, de estar participando en alguna 
actividad delictiva. 

Nosotros, a través del proceso de investigación, descubrimos la 
existencia de dos agrupamientos dentro de la Secretaría de Seguridad 
Pública que estaban fuera de la estructura normal, es decir, no era la 
policía de proximidad, no era la policía que uno se encuentra en la 
calle, sino que había dos agrupamientos: el primero de ellos, llamado 
Fuerza de Reacción, y el segundo, Fuerza Especial de la Secretaría de 
Seguridad Pública. En conjunto, llevaban a cabo la implementación 
de una política consistente en detectar, detener, torturar y, posterior-
mente, desaparecer a personas que, supuestamente, tenían algún tipo 
de vínculo delictivo. 

El primero de los grupos, la Fuerza de Reacción, se encargaba de 
detectar, detener y hacer un primer interrogatorio; enseguida, pasaba 
a los detenidos al segundo grupo, a la Fuerza Especial, que dependía 
directamente del secretario de Seguridad Pública; quienes eran —por 
llamarlos de alguna forma— el grupo donde se rompe la cadena de 
información que tenemos: hasta ellos llegaban los detenidos. A partir 
del momento de la detención, no tenemos noticias sobre la suerte, 
destino o paradero de las víctimas. 

Para poder acreditar la responsabilidad penal al exsecretario de 
Seguridad Pública, estamos haciendo un planteamiento como autor 
mediato de las desapariciones ejecutadas por integrantes de su es-
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tructura criminal. Para poder aspirar a acreditar la autoría mediata, 
tenemos que probar que no eran hechos aislados, sino que se trataba 
de una política sistemática al interior de la dependencia, y que él la 
encabezaba a través de las órdenes que iban descendiendo por la ca-
dena de mando. 

Hicimos un análisis de todos los municipios en los que tenemos 
reporte de, al menos, un caso de desaparición forzada; es decir, con 
intervención de la policía del Estado. El resultado fue que, 53 muni-
cipios que concentran el 57% de la población del estado de Veracruz 
tienen al menos un caso. 

Incorporamos a la carpeta de investigación testimonios de algu-
nos expolicías que fueron parte de esta estructura criminal, quienes 
narraron las instrucciones y la forma en que operaron estos grupos, 
además de testimonios de sobrevivientes, personas que fueron dete-
nidas, torturadas, trasladadas hasta la “base de los fieles” (que era la 
academia de policía, ubicada a las afueras de la capital del estado). 

Un dato de prueba muy interesante se obtuvo a partir de un aná-
lisis de telefonía de los registros de comunicaciones de víctimas de 
desaparición forzada, personas que fueron detenidas por la Secretaría 
de Seguridad Pública; y, posteriormente, no se volvió a tener conoci-
miento de ellas. Podían desaparecer en distintas ubicaciones del esta-
do: zona norte, zona centro, zona sur; pero los teléfonos celulares ter-
minaban como última antena en la academia de policía. Las anteriores 
son pruebas indiciarias, por llamarlo de alguna forma. 

Pero lo que nos llevó a decidir judicializar este caso para intentar 
acreditar la autoría mediata de todos los miembros de esta estructura 
fue que se encontraron tarjetas informativas en papelería oficial, fir-
madas por los elementos que realizaban las detenciones, dirigidas a 
miembros de la cadena de mando; incluso, dirigidas al subsecretario 
de Seguridad Pública. En ellas, se reportaba la detención de las per-
sonas que ahora se encuentran desaparecidas; una pequeña narrativa 
de las circunstancias de tiempo, modo y lugar de la detención; a quién 
se le hizo entrega de estas personas y a partir de qué momento no se 
volvió a tener conocimiento de ellas. 

La doctora De Pina ha acompañado muchísimos casos de desa-
parición en toda la República. Esto es un dato de prueba “inaudito”: 
no suele haber registro documental de las detenciones que no van a 
ser puestas a disposición de la autoridad competente, sino que van a 
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seguir este canal clandestino que, a veces, utiliza el Estado cuando va 
a cometer las desapariciones forzadas. 

En este caso, las tarjetas informativas donde se reportaba a la 
cadena de mando de la propia secretaría, las detenciones y posterior 
entrega de estas personas, nos ayudaron a delimitar, primero, que era 
una política institucionalizada, no solamente permitida, sino ordenada 
por los altos mandos de la dependencia, además de establecer un per-
fil y un análisis de los motivos. De lo que ellos narran en las tarjetas 
informativas, se evidencia cuál era el perfil de personas y cómo ellos 
justificaban —dentro de esta política, evidentemente, ilegal— la de-
tención y la práctica de estas desapariciones forzadas. 

Es un caso con 15 víctimas que desaparecieron todas entre los 
meses de marzo y octubre de 2013, en la capital del estado, Xalapa, 
y los municipios conurbados, hemos concentrado gran parte de los 
recursos disponibles de la Fiscalía para poder documentar, seguir el 
proceso de este caso. Con el número de carpetas de investigación, el 
número de ministerios públicos, el número de policías, en mi opinión 
y la de la Fiscalía, lo mejor que podemos hacer para intentar llegar a 
los máximos responsables es definir casos ejemplares para llevarlos a 
tribunales, y eso es lo que se ha intentado en estos últimos dos años. 
Hay pocos casos judicializados en el país sobre desaparición forzada; 
en dos años hemos obtenido órdenes de aprehensión contra 94 servi-
dores públicos, detenido a 68 de ellos, y las 68 personas se encuentran 
vinculadas a proceso. 

Karina Ansolabehere 

Me parece que estamos claramente hablando de una situación críti-
ca. Ambas intervenciones nos dan cuenta de que hay un sistema de 
justicia penal rebasado, con una cantidad de casos abrumadora, con 
recursos escasos y con necesidad de tomar decisiones de priorización 
para poder optimizar los recursos que se tienen e identificar ciertos 
modus operandi (para decirlo de alguna manera) que permitan brindar 
justicia, verdad y reparación a las víctimas. 

Otro aspecto que señaló la doctora De Pina, y que me gustaría 
destacar, es que este sistema de justicia penal que se encuentra des-
bordado también tiene una práctica de fragmentación, donde los casos 
están dispersos y se trabajan como casos individuales. Me parece que 
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una cuestión que habría que poner sobre la mesa es si, con fenómenos 
de la magnitud del que estamos viendo y con la complejidad de inves-
tigación, esa estrategia de trabajo es la más adecuada, o hay que pensar 
en otras estrategias de trabajo, y el análisis de contexto, la posibilidad 
de reunir casos —probablemente—, es una de las opciones. Creo que 
el otro problema que se plantea es el del tiempo, de la duración, ¿qué 
sucede con las pruebas cuando el tiempo pasa?. En mi opinión, estos 
son algunos de los desafíos que ustedes están encontrando en materia 
de justicia penal. 

La segunda y tercera preguntas las realizaré juntas, porque están 
estrechamente vinculadas: ¿cuáles son los principales obstáculos ins-
titucionales y no institucionales que han encontrado en la experiencia 
de asesoría y en la de procuración de justicia en la investigación y 
persecución de este delito, tomando en cuenta el marco legal vigente? 

La última pregunta: ¿de qué manera podrían superarse estos obs-
táculos —si consideran que son superables—? Y que indiquen si las 
instituciones de justicia penal nacional son las adecuadas para llevar 
adelante una empresa de esta magnitud o se requieren mecanismos 
internacionales que coadyuven en la investigación? 

Volga de Pina Ravest 

Con relación a los obstáculos, voy a empezar por los no institucio-
nales, porque son los menos complejos. Existe una enorme falta de 
denuncia; hay muchas familias que no denuncian y no lo van a hacer 
hasta que confíen en las instituciones. Eso ha dificultado algunos ca-
sos porque, cuando hemos podido trabajar con lógica de masividad de 
casos, de repente te topas con que hay otras víctimas de los mismos 
casos que no quieren aportar información. Existe esa brecha y, claro, 
es producto del miedo y la desconfianza en el sistema de justicia, por 
la falta de respuestas que ha habido todos estos años. 

También las madres han sido objeto de agresiones: las han asesi-
nado, amenazado, se han tenido que ir de sus ciudades y del país. Aún 
existe una gran incomprensión social. Hay una enorme estigmatiza-
ción y criminalización hacia los desaparecidos. Todavía, en muchos 
lugares, son muy pocas las fiscalías —e incluso las personas— que 
han dejado de creer que “en algo andaban” o que “si se los llevan, 
es por algo”. En primer lugar, ha costado mucho entender que, si en 
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“algo andaban”, lo que procede es detenerlos y presentarlos ante la au-
toridad competente, no desaparecerlos; en segundo lugar, el fenómeno 
ya se ha diversificado tanto que no es posible afirmar eso. Hay un 
informe del Observatorio sobre Desapariciones e Impunidad —dis-
ponible en la página del Instituto de Investigaciones Jurídicas y la de 
flacso— que desarticula mitos sobre lugares, edades y varios datos 
que ayudan a evidenciar cosas erróneas que han dicho las autoridades, 
como, por ejemplo, que los han detenido/desaparecido mientras co-
metían delitos. 

Hay una falta de apoyo social. El tema no ha tomado tanta rele-
vancia como en otros países, porque nuestros desaparecidos no son 
como los desaparecidos de otros países. Estamos en una democracia 
y la característica es que se trata de gente pobre, pero no activistas u 
opositores. En muchos lugares se ha comenzado a hablar de operativos 
de limpieza social por parte de policías. Hay falta de apoyo. Nos dicen 
que la gente no ha tocado el tema de la desaparición. Ha costado mu-
cho trabajo hacer entender el papel de la asesoría jurídica victimal y a 
nosotros mismos. Yo era defensora penal, defendía personas acusadas 
y, cuando me tuve que pasar a la asesoría jurídica, me dije: “¿Cómo le 
hago?”. Es muy difícil, porque los agentes del Ministerio Público no 
acaban de entender que no somos sus asistentes. La asesoría jurídica 
victimal no juega como su asistente; a veces vas a jugar en el equipo 
del Ministerio Público, a presentar acusación coadyuvante y a ir con 
la teoría del caso de la fiscalía, y a veces no. Ha costado un poco en-
tender eso, y cuando la asesoría jurídica victimal tiene que contradecir 
alguna cosa efectuada por el agente del Ministerio Público, viene el 
regaño hacia la asesoría. Falta entender el papel de la asesoría jurídica 
en este tipo de casos, como los obstáculos no institucionales. 

Los obstáculos institucionales son muchos, hablaba hace rato 
del marco jurídico. Con el licenciado Coronel, discutíamos mucho la 
complejidad del tipo penal que quedó en la ley general; él prefiere el 
que estaba en el Código Penal de Veracruz anterior. La complejidad es 
muy alta y no todos los fiscales tienen el mayor grado de preparación. 
No sé si han podido encontrar el protocolo de investigación del delito 
de desaparición forzada, en cumplimiento a la ley general en la mate-
ria, que tiene toda una parte de análisis dogmático, que es realmente 
difícil de comprender. Tiene un nivel muy alto para muchísimos agen-
tes del Ministerio Público y policías de investigación. Se requerirían 
protocolos e, incluso, tipos penales un poco menos complejos y pro-
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tocolos tendientes a que logremos tener planes de investigación; y que 
después las unidades de litigación —que es donde están los agentes 
del Ministerio Público más preparados— vean cómo le hacen. Pero 
si el Ministerio Público no tiene un plan de investigación e integre 
conforme a este, no vamos a poder avanzar. 

Tenemos un grave problema con el secuestro agravado cometido 
por servidor público; repetidamente, cuando nos quieren esconder un 
caso, lo reclasifican por secuestro y ahí hay un problema, porque no 
nos gusta que se investigue como secuestro. Se debe registrar en la 
estadística como desaparición forzada porque, además, constituye una 
grave violación a los derechos humanos y porque nos parece que el 
secuestro es otra dinámica delictiva y que estamos distorsionando los 
fenómenos criminales. 

También hay problemas con otros tipos penales, como el de des-
aparición cometido por particulares, que fue muy discutido porque 
para algunas personas y algunos movimientos todas son desaparicio-
nes forzadas; pero para las personas que acompañamos y litigamos no, 
porque gran parte de las cosas que no hemos podido demostrar, en un 
montón de casos, es que haya participación de agentes del Estado. En 
muchas ocasiones, no sabemos si salieron y no volvieron o hay enca-
puchados vestidos de negro, y eso nos ha dificultado mucho, porque, 
entonces, nos atorábamos en demostrar si hubo, o no, presencia de 
algún agente estatal. Esto hace que se pulvericen los casos. 

Otro problema es el de la competencia por delincuencia organi-
zada. A veces, la seido sí nos da entrada, a veces no. Y un grave pro-
blema con las autoridades judiciales es que “niegan y niegan” órdenes 
de aprehensión porque no logramos —ni la Fiscalía, ni la asesoría ju-
rídica victimal— demostrar el grado o la jerarquía en la organización 
criminal que ocupan las personas señaladas como autores mediatos o 
partícipes. Es bastante complicado. Si existiera un registro público de 
la delincuencia organizada, pues con mucho gusto demuestro el lugar 
que ocupan las personas en la estructura criminal, pero… ¿cómo se 
supone que lo sepa, cuando son personas de muy alto nivel que tie-
nen a otras personas que usan apodos?; cuando son encapuchados, ni 
siquiera sabemos de qué grupo van. En muy pocos estados los crimi-
nales son tan cínicos que tienen las camionetas rotuladas, pero eso no 
pasa en todos los estados. Hay un montón de dificultades de gestión 
probatoria. Ahora nuestros mayores aliados son la telefonía y la geo-
localización, y Luis no me dejará mentir, pero eso a veces sirve y a 
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veces no. Cuando son jóvenes que sí tenían un altísimo uso del celular, 
la telefonía nos sirve; cuando no, no. 

Por otra parte, la priorización tiene ciertos retos, y digamos que 
con la Fiscalía de Veracruz sabemos que tiene lógica, porque conozco 
varios de los casos; pero hay muchas fiscalías que le llaman prioriza-
ción a investigar lo que se puede o lo que se quiere, y eso no es priori-
zar, se tiene que sujetar a algunos de los criterios y al haber probatorio. 
Ninguna fiscalía debería de tratar de llevar un caso a judicialización si 
sabe que lo va a perder, porque eso nos desanima mucho a todos; eso 
es bastante complicado y tiene serios retos frente a las expectativas 
sociales y de las víctimas sobre los casos. Ha costado mucho entender 
que no todos los casos tienen la posibilidad de llegar a ese momen-
to procesal, por diferentes motivos, y las expectativas sociales están 
puestas sobre personajes específicos, que, si tú no vas sobre ellos, en-
tonces tu caso no sirve, tu caso es aburrido, malo, estás engañando, 
estás jugando con los casos. 

Luis Eduardo Coronel Gamboa 

En cuanto a los obstáculos normativos, he sido crítico de algunas par-
tes de la ley general; en particular, me parece que no es realista en al-
gunas cuestiones que los agentes del Ministerio Público tenemos que 
utilizar para allegarnos de información. El actual sistema de justicia 
penal tiene un estándar probatorio muy alto, necesita que la prueba 
sea desahogada de manera directa frente al juez que va a resolver y, 
realmente, las atenuantes punitivas que contempla la ley general son 
un chiste. Por ejemplo, si yo voy con una persona, le digo que hable 
conmigo, me da información, señala otros partícipes, me dice dónde 
puede estar el cuerpo de mi víctima, y le ofrezco que, en lugar de sen-
tenciarlo a 90 años, le voy a dar 80, no es un incentivo fuerte para que 
alguien razonable quiera cooperar con la Fiscalía. 

Me parece que la falta de atenuantes punitivos serios no permite 
a los ministerios públicos hacerse con la información que les permita 
llegar a juicio y poder sostener la teoría del caso. Lo anterior no sig-
nifica que no compartamos el sentir de que la desaparición forzada 
de personas es el delito más grave que puede ser ejecutado desde el 
Estado, pues es una violación a múltiples derechos humanos, un delito 
gravísimo que, en algunas circunstancias, puede llegar a ser un crimen 
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de lesa humanidad. La desaparición forzada es un delito complicado 
de acreditar, y considero que esa modificación en la ley general nos 
facilitaría mucho el trabajo. 

Hoy por la mañana había algo de discusión en algunos medios 
de mi estado por algunos criterios de oportunidad que otorgamos a 
personas con una participación menor, pero que tenían conocimiento 
de primera mano de un caso en particular sobre la forma en la que 
operaban estos grupos que, exclusivamente, se dedicaban a desapa-
recer personas. La Ley General en Materia de Desaparición Forzada, 
Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Nacional de 
Búsqueda prohíbe tajantemente otorgar criterios de oportunidad. La 
Fiscalía, antes de que entrara en vigor esta ley, otorgó algunos crite-
rios de oportunidad a algunas personas cuyo testimonio es esencial 
e indispensable para acreditar la forma de operación dentro de esta 
estructura criminal que nosotros estamos describiendo en nuestra 
teoría del caso. 

Pensemos en el caso que se está llevando en Estados Unidos con 
mucha publicitación en contra de Joaquín Guzmán Loera. ¿Quiénes 
son los testigos? Gente que formó parte de esa organización, los úni-
cos que pueden describir la forma de operación, la manera en la que se 
organiza, quién da las órdenes, quién se encarga de cada parte en una 
distribución funcional del trabajo en una organización criminal. Son 
los que participan. Y si yo le digo que, “en lugar de noventa años, te 
voy a dar ochenta”, por supuesto que no van a cooperar. 

Considero que nuestra legítima indignación con el delito no nos 
puede cegar ante la realidad de un proceso penal. En mi opinión, ge-
nerará más impunidad y peores incentivos prohibir los criterios de 
oportunidad. ¿Cuál es la otra forma en que, históricamente, el Mi-
nisterio Público de nuestro país ha obtenido información? La tortu-
ra. Debemos tener herramientas para que una persona razonable esté 
dispuesta a colaborar con la Fiscalía para acreditar una teoría del caso 
cuando se tengan elementos para ir contra los máximos responsables, 
particularmente —como lo decía la doctora de Pina—, en el contexto 
de aparatos organizados de poder: ya sea desde el servicio público o 
desde “la iniciativa privada”, por decirlo de alguna forma. 

También nos faltan mecanismos de protección efectiva a los tes-
tigos y, además, las hipótesis de procedencia para el anticipo probato-
rio son muy acotadas, y en casos de riesgo objetivo para la vida o la in-
tegridad de testigos en determinados delitos tendría que ser posible en 
el contexto de procesos penales instaurados por esta clase de delitos. 
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En cuanto a los obstáculos estructurales, no hay suficientes agen-
tes del Ministerio Público ni policías ministeriales. Lo veo con mis 
compañeros que llevan delitos diversos. Ese es un problema en ge-
neral de la procuración de justicia en México. Es imposible que un 
agente del Ministerio Público lleve 400 carpetas de investigación y se 
le exijan resultados en todo. Es una cuestión humanamente imposible, 
no es una cuestión de voluntad. 

Por otra parte, en cuanto a los obstáculos fácticos, cuando uno 
investiga y judicializa casos de desaparición forzada, hay intereses 
muy poderosos en medio. Gran parte de los policías detenidos que 
hemos llevado al juzgado seguían activos dentro de la Secretaría de 
Seguridad Pública; es decir, muchos de los policías que yo tengo sien-
do investigados dentro de casos o ya habiendo sido imputados eran 
los policías que estaban ahí en la calle, en la zona donde vivo, donde 
viven mis familiares, mis testigos. Entonces, hay presiones de dis-
tintos tipos, intereses políticos, estrategias de defensa “sucias”, hay 
gente que lo que no sabe ganar en audiencia lo quiere ganar en los 
medios de comunicación. Por ejemplo, algunas de las personas de al-
tos rangos que he imputado por el delito de desaparición forzada me 
ha denunciado por mil y una hipótesis y por todas las fantasías que a 
ustedes se les ocurra. Es un tema muy complicado que fácilmente se 
politiza, se mediatiza. Simplemente es cuestión de no perder claridad 
y, precisamente, tener la tranquilidad de que si llevaste algo al juzgado 
es porque sabes que tienes la posibilidad y los datos de prueba dentro 
de la carpeta de investigación para acreditar tanto la existencia del he-
cho que la ley califica como delito como la probable responsabilidad 
de los imputados. 

Karina Ansolabehere 

¿Cómo superar estos obstáculos? 

Volga de Pina Ravest 

1. Fortalecer el sistema de procuración de justicia. Es prioritario cam-
biar la política criminal, los métodos de investigación y establecer 
políticas de priorización y selección de casos. El delito de desapa-
rición forzada tiene que ser distribuido estratégicamente entre el 
fuero federal y el fuero común para tener resultados. 
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2. El establecimiento de alguna especie de mecanismos extraordina-
rios —la Comisión de búsqueda es uno de ellos— que nos ayuden 
a descargar todo el trámite que atora muchísimo el trabajo a las 
fiscalías. 

3. Servicios forenses suficientes para la identificación de cuerpos. Se 
está hablando de otro tipo de mecanismos forenses, como los que 
han existido en otros países, donde haya cooperación internacional 
para la investigación y procesamiento de los casos que en algún 
momento podrían ser benéficos para este tipo de casos. Pero nada 
va a servir mientras no se ponga fin a la desaparición. Si no hay 
mecanismos de búsqueda urgente, donde localicemos a los desa-
parecidos dentro de las primeras 24 o 48 horas, vamos a seguir con 
esa cifra hasta que llegue a los cien mil y no haya sistema alguno 
capaz de procesarlo. 

Luis Eduardo Coronel Gamboa 

Con modificaciones conducentes a la ley general para poder —como 
Ministerios Públicos— tener menos obstáculos en el trabajo y obtener 
información de un delito que de por sí es difícil de probar. El tema de 
la protección a testigos, el anticipo probatorio, las atenuantes puniti-
vas, los criterios de oportunidad son aspectos que, de ser reformados, 
podrían potenciar nuestras capacidades como Ministerio Público para 
procurar justicia; además, tomando en cuenta los recursos escasos, 
coincido totalmente con Volga: he intentado, por lo menos, trabajar 
en tener estrategias claras de priorización de casos que entiendan los 
Ministerios Públicos que forman parte de las fiscalías, así como expli-
cárselas a los superiores con claridad; pero lo que es aún más difícil e 
importante es ser capaz y efectivo al explicárselo a las familias. 

Hay muchísimos expedientes en los que no hemos sido capa-
ces de generar datos de prueba tendientes a esclarecer los hechos. 
Mientras haya un solo desparecido, es una tragedia; los familiares de 
las víctimas viven esta tragedia humana, y, evidente y humanamente 
comprensible, por todos nosotros. Por eso, intentar explicarles una 
estrategia de priorización es muy complicado. Ellos te dicen: “bueno, 
pero… ¿y mi caso y mi familiar?”. Ese es un reto muy difícil; lo digo 
con toda sinceridad: poder transmitir por qué es más eficiente trabajar 
de esta forma para llegar a hacer justicia ha sido la parte más com-
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pleja de mi trabajo. La justicia no va a ser completa, no hay sistema 
penal en el mundo que tenga un índice de cero en impunidad; aquí, 
simplemente, es ser sincero con los datos de prueba que uno tiene para 
intentar obtener condenas por este delito. 

Además de los cambios normativos, obviamentelos estructura-
les. Considero que hay avances importantes con la ley general, tam-
bién en lograr que los usuarios directos, que son nuestras víctimas de 
personas desaparecidas, compartan esta perspectiva. Lograr eso, yo 
creo, es el reto más importante. 

Karina Ansolabehere 

Quiero destacar respecto de estas últimas dos preguntas la multiplici-
dad de obstáculos. Los procesales y de incentivos legales y también 
otros dos tipos: los que pone el poder, cuando es interpelado y puede 
ser investigado; y las resistencias del dolor de las familias. La tarea es 
lograr un balance múltiple entre diferentes estructuras de incentivos y 
obstáculos y respecto de cómo superarlos. Hay perspectivas —como 
la de Luis Eduardo— que enfatizan la priorización y la investigación a 
partir de dimensionar las posibilidades existentes a través de la priori-
zación. Y está la posición de Volga, donde, además de esto, considera 
que se requieren mecanismos extraordinarios para poder dar un im-
pulso, al menos un impulso inicial, ante una situación de la magnitud 
como la que vive el país. 

II. Sesión de preguntas y respuestas 

Volga de Pina Ravest 

Pregunta: ¿Cómo brindan confianza las instituciones a las personas 
para que denuncien, si las mismas instituciones y los agentes del Es-
tado son los que cometen los ilícitos? 

Este es un tema que discutimos mucho: ¿por qué la gente no quiere ir 
a denunciar? Porque los policías que se llevaron a los muchachos es-
tán dónde vas a ir a denunciar. Con relación a este tema hemos tenido 
muchos debates con la pgr. 
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La pgr nos considera —a los de mi tipo— como “penalistas ve-
getarianos”, que no sabemos del todo derecho penal y que antepo-
nemos cosas de derechos humanos. Les hemos dicho que, para este 
tipo de casos, tenemos que superar un poco el federalismo penal, las 
causales actuales de atracción de la pgr no nos son suficientes frente 
a este tipo de fenómenos, no solo porque queramos que todo lo lleve 
la pgr, sino además porque a la pgr le conviene conocer muchos de 
estos casos en su totalidad, eso le puede ayudar a definir la política cri-
minal que tiene en delincuencia organizada. Los aparatos organizados 
de poder que se dedican a desaparecer personas también tienen otros 
giros criminales, y ahí hay una riqueza de investigación que podría 
ayudar a resolver otros problemas igual de graves. 

Pregunta: ¿Cómo generar seguridad para que se denuncie? 

Primero, debemos tener mecanismos para que quien comete la des-
aparición no la investigue. Segundo, a través de los mecanismos de 
protección a víctimas, testigos y, ahora, yo añadiría a fiscales. No hay 
mecanismos suficientes y, sí, el riesgo es alto. A veces se usan otros 
canales, como denunciar ante Comisiones de Derechos Humanos, 
mientras se logra trabajar, poco a poco, en una atracción hacia la Fe-
deración para que la Fiscalía —que está involucrada o que suele prote-
ger a quienes cometen las desapariciones— no investigue el caso. Hay 
métodos, pero no hay total seguridad de que no pase algo. 

Pregunta: ¿Existen tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano sea parte o hubiese suscrito que pudieran ayudar con re-
cursos? 

Hemos suscrito una gran cantidad de tratados, lo único que nos fal-
ta es reconocer la competencia del Comité de Desaparición Forzada; 
cuestión urgente, porque eso nos va a ayudar también a no saturar el 
Sistema Interamericano de la cantidad de peticiones que hay sobre 
México por desapariciones. El comité tiene otros métodos de actua-
ción que nos han servido mucho. Aunque no tiene reconocida la com-
petencia, nosotros inundamos de peticiones individuales; ya tenemos 
más peticiones —no digo desapariciones— que Irak y Colombia. 
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Ahora, hemos propuesto al nuevo Gobierno pensar en mecanis-
mos extraordinarios de cooperación internacional específica para la 
identificación de restos humanos, porque aquí no tenemos especialis-
tas, ni dinero. En el Norte hay una gran cantidad de restos calcinados, 
incompletos, pasados por ácido, y no se cuenta con la tecnología. En-
tonces, le sugerimos pensar en otro tipo de mecanismos de coopera-
ción, así como nos han ayudado para la reforma penal: países que nos 
dieron cámaras y nos equiparon salas de audiencias, ahora que nos 
ayuden con peritos. En otros países ha pasado que Europa y Estados 
Unidos, sobre todo, mandan a sus peritos y pagan sus pagados como si 
estuvieran en su país, ellos colaboran en la identificación en diferentes 
países; eso es lo que hemos sugerido. En cuanto a tratados, no es que 
nos falten, lo que ha faltado es voluntad y visión. 

Pregunta: En un mundo ideal, ¿cuántas carpetas de investigación 
por desaparición forzada podría manejar un agente del Ministerio 
Público sin perder efectividad? Y en Veracruz, ¿cuántos agentes más 
necesitaría la Fiscalía especial? 

Hay un estándar, el que tiene Naciones Unidas sobre sistema de justi-
cia, que dice que tiene que haber X número de jueces por cada 100,000 
habitantes. El estándar en desaparición es muy complejo de explicar, 
porque las carpetas son difíciles; de acuerdo con él, un agente del 
Ministerio Público puede tener en su mesa cerca de 30 carpetas, pero 
estamos hablando de crímenes comunes; pero cuando se trata de des-
aparición, nosotros hemos calculado que máximo 10, y si están rela-
cionados, mucho mejor. Porque la desaparición tiene como uno de los 
elementos del tipo “el ocultamiento”; estamos buscando cosas que nos 
han sido ocultadas en muchos lados: los teléfonos, los vehículos, los 
cuerpos. A estos últimos los pasan por ácido: nos están escondiendo 
el adn. Son delitos que le implican al fiscal y a los policías de investi-
gación muchísimo trabajo de buscar las piezas del rompecabezas que 
nos escondieron. 

Pregunta: ¿Cuáles serían y en qué consisten las nuevas metodologías 
de la investigación que propone? 
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Cuando hablo de nuevas metodologías, me refiero a algunas que se 
usan en otros lugares: el análisis de contexto, por ejemplo. La Fiscalía 
de Colombia tiene una metodología bastante completa sobre análisis 
de contexto en desapariciones y otros crímenes cometidos por apa-
ratos organizados de poder. Además, debemos comenzar a hacer uso 
de tecnologías que no tenemos. La ley —tiene razón el licenciado 
Coronel— es compleja; contiene cosas que no son acordes, como los 
100 años de pena. Ahí viene la prisión preventiva oficiosa para desapa-
rición, a la que nos oponemos, porque es lo único que vamos a tener. 
Queremos sentencias, no prisiones preventivas oficiosas; las cárceles 
no son la solución. 

Otra metodología es el uso de tecnología, de las bases de datos. 
Nuestro sistema de justicia considera que una tabla de Excel es una 
base de datos. Yo lo he hecho: “Les enseño mi base”; pero cuando co-
nocí a gente que trabajaba con bases, me decía: “No, Volga, eso es un 
Excel, no es una base de datos”. Eso le falta. Nuestras procuradurías 
tienen diferentes sistemas, todos los que son forenses no son compa-
tibles entre sí. En el país hay siete sistemas de huellas dactilares, pero 
no son compatibles con el que usa el ine, con el que usa pasaportes, 
el que usa Hacienda ni con el que usan los semefo federales y locales 
para tomar las huellas de cuerpos no identificados. Tenemos el reto 
con esas nuevas metodologías de poner en orden nuestras bases de da-
tos desde el nacimiento—como en Colombia—. Que desde pequeños 
tomen bien las huellas, el iris, todo, para que nuestra mamá, nuestra 
esposa, nuestra hermana no tengan que buscar adn en un cepillo de 
dientes el día que no regresemos a casa. 

Luis Eduardo Coronel Gamboa 

Pregunta: ¿Cuántos agentes del Ministerio necesitaría la Fiscalía 
especializada de Veracruz? 

Tomando el parámetro de la doctora de Pina, 300, y, tomando el de 
Naciones Unidas, aproximadamente cien para cumplir con el estándar 
internacional. 
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Pregunta: ¿Qué tan diferente es el modus operandi de delincuencia 
organizada con relación a lo explicado? 

Conforme al caso expuesto, es un aparato organizado de poder que 
habría actuado sistemáticamente, al menos, entre los meses de marzo 
y octubre de 2013, ejecutando desapariciones forzadas en contra de 
personas de un perfil determinado; eso es delincuencia organizada. Si 
no se imputó delincuencia organizada es porque es un delito del orden 
federal, lo que desde el fuero común se puede imputar es desaparición 
forzada. Si en algún momento la pgr decidiera pedir un desglose de la 
carpeta de investigación, si analizara los datos de prueba y coincidie-
ra con la conclusión de nosotros de que es un aparato organizado de 
poder que sistemáticamente ejecutaba desapariciones forzadas como 
política institucionalizada, se podría pensar en una imputación por de-
lincuencia organizada. En la descripción, lo es. Simplemente no es 
un delito de mi competencia como agente del Ministerio Público del 
fuero común. 

Pregunta: En su opinión, en el caso de investigación que comentó, 
¿existen elementos para vincular a mandos superiores, como al secre-
tario de Seguridad Pública? 

Es mi opinión, y es la teoría del caso que sostuvo la Fiscalía ante el 
juez de control que lo vinculó a proceso por su probable participación 
como autor mediato del delito de desaparición forzada, junto con el 
exdirector general de la Fuerza Civil de Veracruz y con el exdirector 
de Agrupamientos Operativos, tres elementos de Fuerza Especial y 
tres elementos de la Fuerza de Reacción. De las 31 órdenes de apre-
hensión que obtuvimos, se han podido ejecutar 19; están 12 pendientes 
de ejecutar. Dentro de la teoría del caso de la Fiscalía, es evidente 
que se trataba de una política que venía desde el punto más alto de la 
jerarquía de esa institución. 

Pregunta: ¿Cómo es valorada la riqueza didáctica como variable 
para realizar una investigación? 
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Mencioné la riqueza didáctica dentro de los parámetros que, más o 
menos, se deben utilizar para la priorización y selección de casos. Sur-
gen de tribunales internacionales. El primero que comenzó a intentar 
esbozarlos fue el Tribunal para la ex Yugoslavia. La riqueza didáctica 
la han definido como la posibilidad o potencialidad que tiene el caso 
para establecer precedentes o buenas prácticas de investigación o de 
persecución penal o de promover valores particularmente importantes 
de verdad y justicia. 

Pregunta: ¿Se requiere legislar para proteger a fiscales, defensores 
de derechos humanos o asesores jurídico-victimales? 

Considero que debe haber mecanismos de protección para cualquier 
parte procesal, sea cual sea, que presente un riesgo objetivo. El Có-
digo Nacional de Procedimientos Penales —específicamente, el art. 
367— establece las hipótesis para la protección de testigos y víctimas 
directas e indirectas. Considero que se debería ampliar para cualquier 
parte procesal dentro de los procesos penales. 

Pregunta: Si la mayoría de los desaparecidos son personas de esca-
sos recursos económicos y, sobre todo, jóvenes, ¿cuál considera sería 
el motivo? ¿Tráfico de órganos en la región? 

Me puedo pronunciar sobre los casos en los que hemos podido de-
terminar tanto la existencia del hecho que la ley califica como delito, 
como la probable responsabilidad del autor; porque ahí tenemos datos 
de prueba para poder definir, responsablemente, cuál fue el móvil en 
general. 

Si bien es cierto que tenemos un perfil determinado del desapare-
cido, los móviles son muy variables. Sería irresponsable decantarme 
por uno en particular o incluso expandirlo para un estado completo. 
Veracruz es una entidad muy grande, los casos en el estado no son los 
mismos en el norte, en Poza Rica, que los del sur, en Coatzacoalcos, o 
que los de Xalapa o los de Córdoba. 
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